
        
            
                
            
        

    












A Julia, en el deseo de que comprenda pronto que la vida es demasiado corta para transitar por ella con miedo y sin esperanza.














Un ensayo-crónica de las características del que usted, amigo lector, tiene en sus manos conlleva mucho trabajo de campo, investigación, comprobación. Un libro de actualidad política donde se cita a miles de personas con nombres y apellidos, se reproducen centenares de hechos, sucedidos y anécdotas reveladoras, conlleva un esfuerzo ímprobo en busca de la verdad y la objetividad de lo que se relata.

De modo y manera que gracias a todos aquellos que han coadyuvado a ese ejercicio. Especialmente, a mis colegas Luis Balcarce, el mejor especialista español en medios; a Manuel Ortega, el hombre de la memoria infinita; a José Manuel Concejero, presto y dispuesto a echar una mano; a Laura y Guillermo Renilla; a Enrique García Agüera, entrañable en cualquier estación, y a todas aquellas fuentes generosas y cabales que no desean aparecer, porque somos un país sureño y en esta tierra desencuadernada todavía pervive, para nuestra desgracia, un ancestral y viejo espíritu cainita.
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CUANDO EL HOMBRE DE HIELO ROMPIÓ EL VASO



En política lo importante no es tener razón, sino que se la den a uno.

KONRAD ADENAUER 









Madrid, 1 de junio de 2018, 10.15 horas, Congreso de los Diputados. El calor seco a esa hora de la mañana en la carrera de San Jerónimo, repleta de un público expectante, resulta agobiante. Los aledaños del Parlamento están al completo de público, con opiniones encontradas acerca de lo que va a ocurrir. Es la cuarta vez desde la instauración democrática que se presenta una moción de censura con un gobierno constituido sobre la legalidad constitucional.

Tras diversos parlamentos de Margarita Robles (PSOE) y Rafael Hernando (PP), Mariano Rajoy pide la palabra a su íntima amiga Ana Pastor, presidenta a la sazón de la Cámara Baja. Aparentemente sereno, su psique es un caos y su alma, una orgía de dolor intenso.

«Es un honor —no lo hay mayor— haber sido presidente del Gobierno de España. Ha sido un honor dejar una España mejor de la que encontré (aplausos). ¡Ojalá mi sustituto pueda decir lo mismo en su día; se lo deseo por el bien de España!».

Ni deseaba, ni creía que Pedro Sánchez pudiera mejorar un ápice su legado.

«Señorías, creo que he cumplido con el mandato fundamental de la política, que no es otro que mejorar la vida de las personas. Si alguien en esta Cámara o fuera de ella se hubiera sentido ofendido o perjudicado, le pido disculpas. Gracias a todos y de manera muy especial, a mi partido, sin el cual nada hubiera sido posible. (Aplausos). Gracias a todos los españoles por haberme brindado su comprensión y su apoyo. ¡Suerte a todos ustedes por el bien de España! Muchas gracias». 

Fuerte ovación del Grupo Parlamentario Popular y del gobierno, puestos en pie.

«Muchas gracias, señor presidente. Se suspende la sesión y la votación se llevará a cabo a las once y un minuto».

Rajoy Brey, Santiago de Compostela (1955), baja la escalerilla que conduce a su escaño en el más puro Mariano style. Trata de controlar la emoción y no demostrar la procesión que va por dentro, transmitir frialdad como si la cosa no fuera con él; sin embargo, algo denota su abatimiento, su decepción profunda. Faltan escasos minutos para que deje de ser jefe del Gobierno, puesto con el que ni siquiera hubiera soñado jamás cuando se consumía las pupilas preparando sus oposiciones como el más aprovechado de los provincianos. Su ambición se limitaba a ser ministro.

«La vida es injusta», masculla para sus adentros. Mira hacia el tendido, el hemiciclo. «¡No creo merecer esto!».

 A esa hora, tras la decisión del Euzkadi Buru Batzar (PNV), sabe que su suerte está echada. El poder que ha mantenido durante siete años se dirige, a toda velocidad, hacia los brazos de un adversario político al que desprecia por inconsistente y por no tener el menor sentido de Estado. ¡Le espera buena! 

Todo se ha perdido. Se mesa la barba blanca, incrédulo ante lo sucedido en las vertiginosas veinticuatro horas anteriores. Acepta con el estoicismo que le adorna el devenir de la Historia. Ha sido el primer jefe de Gobierno apeado por una moción de censura colectiva desde la restauración democrática. «Pero, al fin, han sido la extrema izquierda y los independentistas-nacionalistas los que me han mandado al infierno. ¡No el pueblo!». Autoconsuelo marianista. ¡Se acabó el chollo! Expresión habitual en el presidente, que suele utilizar la ironía galaica.

180 diputados a favor (84 del PSOE, 67 de Podemos, 9 de ERC, 8 del PdCat), 5 del PNV, 4 de Compromís, 2 de Bildu y 1 Nueva Canarias), frente a 169 en contra (PP, Ciudadanos, UPN, Foro Asturias y la abstención de Ana Oramas, de Coalición Canaria).

Esta intrahistoria dentro de la Historia tiene su relato. Un acontecer jamás contado. Era la primera vez desde la restauración de la democracia, o sea en cuarenta y dos años, que un primer ministro en activo era arrojado por la ventana del palacio de la carrera de San Jerónimo. Un hecho que ha venido a cambiar el devenir de España y que no ha merecido una investigación profunda por parte de los grandes grupos de comunicación. Esta es la primera vez que un observador de la realidad política española se adentra en el averno de aquel inquietante verano de 2018, que puso el cuaderno de bitácora de un viejo y cuarteado país rumbo a lo desconocido. El mecanismo democrático que se activa en esos momentos concluye, dieciocho meses después y tras cuatro elecciones, en el primer gobierno de coalición desde el inicio de la Transición. Una ventura contemplada por la izquierda como la llegada a la tierra prometida; y vista por la otra mitad de España con «espanto», en clave de apocalipsis.

Mariano Rajoy había conseguido su segunda investidura —después de la repetición de elecciones— el 29 de octubre de 2016. Tras cuatro meses de negociaciones, PP, Ciudadanos, Coalición Canaria, Unión del Pueblo Navarro y Foro Asturias le dieron su apoyo. Lo sustancial es que parte del PSOE se abstuvo, no antes de que los barones socialistas arrojaran a las tinieblas exteriores al hasta entonces máximo líder: Pedro Sánchez, quien se había instalado en el «no es no». Un extraordinario batiburrillo de gran empanada política.

Los estrategas monclovitas y su máximo edecán áulico en aquellos momentos, Pedro Arriola, habían hecho creer a su jefe que su supervivencia dependía solo y exclusivamente de la economía, la creación de empleo y el crecimiento. Esa fue, en efecto, la gran obsesión de Mariano Rajoy desde que el 21 de diciembre de 2011 se convirtió en el sexto jefe de Gobierno del Reino de España. Su preocupación máxima, casi única hasta que estalló el órdago secesionista catalán, golpe del que no se recuperó nunca.

En otoño de 2016 se abre un nuevo horizonte político para el comandante en jefe del Partido Popular, en él tiene que negociar a diario con sus socios parlamentarios, fundamentalmente con Albert Rivera, personaje al que Rajoy detesta y al que agasaja en su fuero interno con tanto desprecio político y personal como antes a Rosa Díez (UPyD). Le considera un sin fuste, una veleta movida por cualquier viento, un ambicioso sin causa que no puede llegar a buen puerto. 

Será una legislatura muy complicada. Mariano aprendió muy pronto el arte de la negociación, desde que era presidente de la Diputación de Pontevedra a los veinticinco años, pero le sacan de quicio las paqueiradas (chorradas, en galego).





Error de principiante

La clave era la aprobación de los Presupuestos Generales para tirar con ellos hasta 2020, fecha electoral. Impartió orden al ministro Cristóbal Montoro —que se había convertido, con razón y razones, en la gran bestia negra de todo el centro derecha— de enfrentarse a los siempre pedigüeños nacionalistas vascos; le bastaron 500 millones extra (además del cupo).

Con ello comete un error de principiante que le pasará gran factura. Pese a los constantes requerimientos durante siete años del lendakari Urkullu, jamás le hizo transferencia de poder alguna. Especialmente, en lo referido a las competencias en materia penitenciaria (presos de ETA) y otras cuestiones de autogobierno, con las que los nacionalistas siempre se ponen muy pesados. 

El resto lo hizo él mismo en sus conversaciones con el presidente del PNV, Andoni Ortúzar. A Rajoy le gustan los «chicos del norte» siempre y cuando los tenga bajo control y no se echen al monte. Ya desde su etapa como ministro para las Administraciones Públicas (1996) hubo química entre ellos. Claro está hasta que Xaber Arzalluz y su monaguillo Eguibar decidieron ir al encuentro de Herri Batasuna y firmaron el llamado Pacto de Estella (Lizarra). Los consideraba gentes de orden y atildadas; cierto, es mejor tenerlos cerca, en la faja. De hecho, siempre venía a defenderlos de aquella manera cuando, dentro del PP, algunos de sus ministros ponían el grito en el cielo ante el descarado egoísmo y la pequeñez de sus miras.

—¡Bueno, hombre! Son como son… Llevémonos bien, coño. ¡También los necesitamos!

El acuerdo con los «vascos» se sustancia en la tarde del 23 de mayo de 2018. Rajoy había dejado para el Diario de Sesiones la inmortal frase: «Aitor, si quieres arar bien, Mariano te dejará el tractor». También hubo que torcer el brazo a Rivera, que exigía caviar para sus mesnadas. Al final, no le queda otra que pasar por el aro.

Esa noche el núcleo duro gubernamental ve el cielo abierto. Agotaremos la legislatura, habrá elecciones en el año 2020, antes habrá 20 millones de cotizantes en la Seguridad Social y volveremos a ganar. La economía empujaba con fuerza hacia arriba. Pedro Sánchez, que había dejado su utilitario para derrotar a Susana Díaz en la pugna socialista interna, había anunciado que «sin Presupuestos, elecciones».

«Hay Presupuestos, Pedrito. ¡Te toca esperar muchos años!», gritó exultante un diputado de la bancada popular cuando la presidenta del Congreso anunció el resultado de la votación. El gobierno popular tiene por delante veinticuatro meses de «gestión» en las cosas de comer (su fuerte político), y teóricamente tiempo más que suficiente para volver a ser hegemónico en España. Con 20 millones cotizando a la Seguridad Social, a ver quién es el majo que se atreve a echarnos un pulso.

Tras el acuerdo mayoritario del pleno de la Cámara Baja y la preceptiva conferencia de prensa en la que anuncia que convoca el Estado de la Nación de 2018, Mariano reúne, en el ampuloso salón reservado para el gobierno en el propio Congreso, a sus ministros y colaboradores más cercanos para celebrar tan fausto acontecimiento.

Pide un whisky de malta. ¡Lo que haga falta, señor presidente!

«¡Gran victoria, presidente!», gritó un exministro G-8, mientras le palmeaba la espalda. Fátima Báñez es la más jacarandosa, y su jefa, Soraya Sáenz de Santamaría, está que se sale. Tiene tiempo de llamar a su marido, José Iván Rosa, abogado del Estado en excedencia, al servicio ahora de Telefónica, para preguntarle por el niño y decirle que llegará tarde.

Tan orondo y prometedor futuro lleva al «círculo interior» gubernamental a celebrar la aprobación de los Presupuestos por todo lo alto. Rajoy, cuya pituitaria galaica olisqueaba maremoto, ordenó a su chófer enfilar directo hacia el palacio de La Moncloa. Tenía informaciones confidenciales —bastante precisas— de que estaba a punto de conocerse la sentencia de la Audiencia Nacional sobre el caso Gürtel y que la misma iba a ser durísima. Gürtel y otros corolarios de la corrupción del PP habían sido desde el año 2009 una pesadísima mochila que le abrumaba. ¡Y de qué manera! 

«Luis, sé fuerte». Esta es la gran mochila de Rajoy, que le persigue sin piedad.

En la noche de ese miércoles 23 del florido mayo madrileño, con amenaza de tormenta, el presidente está exhausto. Elvira Fernández Balboa (Viri) y sus hijos, Mariano y Juan, le esperan para cenar. Soraya Sáenz de Santamaría, la ministra de Empleo y Seguridad Social, la onubense Fátima Báñez, el ministro Portavoz, Iñigo Méndez de Vigo, Cristóbal Montoro, que se retiró muy pronto pese a ser el gran triunfador, el portavoz parlamentario, Rafael Hernando, y el jefe del Gabinete de la Presidencia, José Luis (Papi) Ayllón, en ese momento un personaje clave en el poder monclovita, deciden que la noche es joven y tampoco había habido muchas ocasiones para celebrar algo positivo. Abandonan el Congreso y se van hasta un restaurante cercano a picar algo y tomar unas copas. Horas de gin-tonic y rosas.

El jueves 24 de mayo amanece la comunidad periodística madrileña bajo un intenso runrún: Gürtel (Etapa I) está preparada y dispuesta a ser distribuida por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Pocos minutos después de las diez de la mañana, la bomba estalla. Tiene efectos explosivos en sus 1.800 folios, sin unanimidad entre los tres magistrados. Dos son más que uno. El Partido Popular comete un error trágico para sus intereses políticos. No recusa a uno de los magistrados, que tiene al PP, y no lo oculta, como una de sus bichas negras.

Francisco Correa (Don Vito), cincuenta y un años; Luis Bárcenas, al que Rajoy elevó hasta la categoría de tesorero, treinta y tres años de prisión. Otros muchos exdirigentes fueron quemados sin piedad en la hoguera de su corrupción y detritus por José Ricardo de Prada, Julio de Diego y, en menor medida, por el que era el presidente y ponente, Ángel Hurtado, quien había quedado en impotente minoría dentro del Tribunal.

Lo más preocupante para el poder constituido es la conclusión a la que llegan los dos primeros magistrados: «El Partido Popular se financió ilegalmente mediante un sistema genuino y efectivo de corrupción institucional a través de la manipulación de la contratación pública central, autonómica y local». Y acto seguido consideran que Mariano Rajoy no había sido «veraz» en el testimonio que depuso durante el juicio en calidad de testigo.

La explosión sin control político tuvo efectos devastadores. De repente, todo el escenario institucional y de poder saltó hecho añicos. Los medios, con toda lógica, se lanzan en tromba en la valoración de la sentencia, hasta elevar tanto la presión que la caldera tenía necesariamente que estallar. Y estalló.

Uno de los magistrados de la Sala, que ese día prefiere quedarse en su domicilio ante lo que intuye que se avecina, tiene sintonizados varios canales de televisión. Con estupor, confirma las sospechas que lleva rumiando largos meses. A los diez minutos de haber quedado liberada oficialmente la condena, contempla cómo en La Sexta aparece el exjuez Garzón. Este es uno de los canales del Grupo Atresmedia. Según cree todo el mundo en los cenáculos madrileños, el canal creado por los amigos político-mediáticos de José Luis Rodríguez Zapatero fue salvado de la quiebra y del cierre por la intervención de la vicepresidenta Sáenz de Santamaría. Pues bien, a los diez minutos exactos, aparece en pantalla, como en sus mejores tiempos de rutilante estrella mediática y con rictus de vencedor, Baltasar Garzón, expulsado de la carrera judicial por haber ordenado grabar las conversaciones de los abogados de los ahora condenados con sus clientes. Hoy saborea su venganza.

—¡No puede ser, no puede ser, no puede ser! —exclama el magistrado. 

Su esposa le pregunta qué está pasando.

—Lo que me temía.

¿Qué es lo que se temía?

Hurtado es un profesional de la magistratura extraordinariamente meticuloso y enormemente prudente. Pero tiene amigos entre sus colegas y es humano. Como todos, necesita desahogarse.

La sentencia tiene 1.800 folios, pero Garzón, curiosamente, va justo al párrafo que le interesa para crucificar al PP. Al fin y a la postre, han sido ellos los que le han puesto la losa de «prevaricador». Se sabe que el protector de Dolores Delgado es un tipo listo, pero que vaya a husmear directo a un párrafo de siete líneas en más de 1.800 folios, es algo que tiene mérito. ¿Conocía de antemano la sentencia? ¿Se lo había comentado o pasado su amigo José Ricardo de Prada? El sentido común lleva a concluir, y así lo considera también más de media docena de jueces y fiscales de la Audiencia Nacional consultados al respecto por el autor de esta obra, que cuando entra con García Ferreras, Garzón lleva la lección aprendida. «No puede entenderse de otra forma», sostiene un juez destinado en esa instancia y que forma parte de la moderada Asociación Francisco de Vitoria. El juez condenado se regocija con ese párrafo, que luego será utilizado profusamente por la izquierda, y con el hecho de que dos jueces sentenciadores consideren a Mariano Rajoy como un mentiroso sin «credibilidad». No hace salvedad alguna de que ello se produce con un voto discrepante.

«Aquí, hay gato encerrado… ¡Verde y con asas!», piensa el magistrado de la Audiencia Nacional cuando ve al ahora multimillonario abogado en la pantalla del canal de Atresmedia.

La perplejidad no impera solo en el remodelado edificio judicial de la calle Génova. También en la plata séptima de Génova 12, a cien metros del despacho donde se firma la sentencia y, naturalmente, en el complejo de La Moncloa.

El suflé político-social iba en aumento, hasta alcanzar su punto máximo al mediodía de ese miércoles, trágico para una formación que había estado quince años en el gobierno (ocho Aznar, siete Rajoy) y había acumulado un poder extraordinario en determinadas épocas de la reciente historia del país. El gobierno y el partido que le sustenta aparecen ante la opinión pública como juguetes rotos, inermes, flotando en medio del drama cuyas consecuencias se harán evidentes de forma inmediata.

En Génova 13, cuartel general de los populares desde 1980, la secretaria general ha ordenado silencio, mientras sus abogados hacen cabal lectura de una sentencia que preludia la llegada del tsunami devastador. Los teléfonos de los jefes autonómicos y provinciales no dejan de sonar en la planta séptima, donde tiene el despacho María Dolores de Cospedal; solo atiende a los más conspicuos. Otros optan por localizar a Fernando Martínez Maíllo, el hombre de Mariano en el aparato, que pide calma y serenidad: «Son momentos muy jodidos».

A medida que avanza en la lectura de la sentencia, el cuerpo dirigente del PP entra en shock. Los ministros enmudecen. En las siguientes horas solo Martínez Maíllo y Hernando van en busca de la bicha. El primero por obligación; el segundo, porque le va la marcha. El entorno presidencial decide que la respuesta mediática corresponde a Génova 13.

El presidente se atrinchera con su reducido estado mayor en el palacio de La Moncloa, como si del fortín de El Álamo se tratara. Rajoy es el único que parece pensar que aquello no va con él. «Sabíamos, por su rostro ausente, por sus tics acentuados, que estaba profundamente afectado, en un estado anímico extraño en una persona tan fría y serena… Quizá por vez primera desde que estábamos en el gobierno», recuerda una de las escasas personas que se encontraban en su despacho presidencial. Por indicación de Pedro Arriola, a la que se suma la secretaria de Estado para la Comunicación, Carmen Martínez Castro —la persona más cercana y de mayor confianza del matrimonio Rajoy—, se impone la tesis de que el jefe del Gobierno debe responder en su propio Rajoy style, esto es: silencio, resistencia, caparazón y a esperar que el temporal se vacíe. Era la táctica con la que había cosechado muchas victorias a lo largo de su dilatada carrera política de treinta y seis años. Es un superviviente nato, quien en esos momentos extraordinariamente difíciles no olvida el consejo que un día le diera su paisano Camilo José Cela: «Mariano, no te engañes, en este país quien resiste, gana». Estaba convencido en su fuero interno de que en esta nueva ocasión tampoco le iban a quebrar. Resistencia galaica, el mejor antídoto.

Los integrantes del «círculo interior» marianista se retiran cada uno a su despacho. El comandante en jefe, notoriamente deshilachado, no imparte orden expresa alguna acerca de cómo actuar. Silencio. Trinchera y casco de combate mientras cae intermitentemente la morterada, que va en aumento, y los populares, todavía con el poder en la mano, se ven del todo impotentes para desviar el fuego. 

A lo más, autoriza a Martínez Castro que vehicule entre los medios, ávidos del parecer monclovita, la especie de que la «credibilidad» que dos jueces de la Audiencia Nacional le niegan, «la dan los votantes en las urnas».

Mariano Rajoy se queda a solas en su despacho, presidido por dos grandes banderas —de España y Europa—, con el jefe del Gabinete de la Presidencia, José Luis Ayllón, para ordenar la agenda del día. Solo atenderá las llamadas más urgentes que le llegan desde los «barones» del Partido Popular —Alberto Núñez Feijóo, Juan Vicente Herrera, María Dolores de Cospedal, que se ha traslado urgentemente a Moncloa— y altos representantes de las instituciones, que desean saber de primera mano qué piensa el primer ejecutivo de la nación. Y, por supuesto, el ministro de Justicia, Rafael Catalá, que ha seguido con preocupación todo el proceso Gürtel y los avatares en la conformación del tribunal que lo juzga, con la inicial recusación por parte de la acusación particular (PSOE) de los magistrados Enrique López y Concepción Espejel por su proximidad al PP. Cosa que consiguieron, para colocar a José Ricardo de Prada y «un hombre de paja», Julio de Diego, según medios judiciales, muy influenciable y sometido a presiones exteriores. Será conocido como el «juez durmiente» por su afición a caer en manos de Morfeo durante las sesiones del juicio, como los documentos gráficos evidencian.





La podemita iracunda

El presidente no puede apartar de su cabeza un suceso ocurrido dos días antes, el 22 de mayo, en la ciudad de Salamanca. Había acudido a la histórica ciudad castellana para clausurar el Congreso de la Fundación Universia (Banco de Santander), conmemorativo de los 800 años de la primera universidad europea, tras la parisina Sorbona.

Unos días antes había sido apresado el exministro aznarista Eduardo Zaplana, acusado de corrupción generalizada. Después del almuerzo con las autoridades académicas e institucionales, al bajar del restaurante ya en plena calle, una dirigente local de Podemos le espetó: «Rajoy, el jefe de los corruptos. Tan corrupto como Zaplana… ¡Fuera, corruptos! ¡Fuera, corruptos!».

El presidente, protegido por su escolta, la cual se pone en guardia, mira a la increpante, guarda silencio y se mete a toda prisa en el coche del alcalde salmantino. Odia estas escenas, que para su desgracia cada día se repiten con más frecuencia.

Ya en el automóvil, Rajoy, cabizbajo y dolido, le comenta lo acaecido a Alfonso Fernández Mañueco, en esos momentos alcalde de la ciudad y secretario general del PP en Castilla y León.

«¡Sabrá esa mujer el daño que me ha hecho a mí Zaplana! ¡Lo que hay que aguantar en este oficio!, ¿eh, Alfonso?». Al poco se acomoda en su vagón del tren Alvia y regresa a Madrid. Una hora y pocos minutos de reflexión personal; y en ese tiempo apenas cambia dos palabras con sus colaboradores.

Conocida la presentación de la moción de censura, el presidente del Gobierno encarga a su vicepresidenta que coordine la defensa parlamentaria con su equipo. El jefe del Gabinete, José Luis Ayllón, íntimo de Soraya, y el inevitable Pedro Arriola, presto a recurrir a sus célebres frases y acometer la redacción del discurso. El resto de los ministros, Justicia incluido, quedan al margen de los papeles. Se llaman unos a otros en busca de información sobre lo que se ventila en el complejo de La Moncloa y sobre cuál será la reacción final de su presidente. Nadie sabe nada.

Es cosa de Mariano y Soraya.

Se masca el cataclismo. 

Pedro Sánchez quiere aprovechar la ocasión que le brinda el enorme desprestigio acumulado por el presidente Rajoy. Ya le dijo en su momento que era un «indecente».

Ese día 23 de mayo, a primeras horas de la mañana, Pedro Sánchez, recuperado el poder socialista en pugna con la práctica totalidad de los barones del PSOE, se encuentra en los estudios de la cadena Ser en plena Gran Vía madrileña. Interviene en el programa matutito de la radio de Prisa, entrevistado por Pepa Bueno, cercana, según sus propios colegas de la Ser, a postulados socialistas. 

La entrevista transcurre entre preguntas al uso. Pacificación del partido bajo su recuperado liderazgo y reconocimiento de forma sutil de que el gobierno Rajoy ha conseguido un gran éxito con la reciente aprobación de los Presupuestos Generales. Luego, en el desayuno con las gentes de la Ser, como bien relató en su día Carlos Cué, comenta que asistirá en dos días al congreso de los socialistas lusos, entre los que manda a su antojo su amigo Antonio Costa; el primer ministro portugués ha conseguido un gobierno monocolor con el apoyo de toda la izquierda, aunque sin incluir a los comunistas en el Ejecutivo. Incluso, aprueba los Presupuestos con el apoyo de la derecha. La cosa parece funcionarle. Luego se refiere a su cordial enemiga Susana Díaz, sin demasiada acritud, y se deshace en elogios hacia la lealtad a él demostrada en los momentos más difíciles para su liderazgo por José Luis Ábalos.

Entré cafés y pequeños cruasanes, uno de los redactores políticos de la cadena recuerda a Sánchez que está a punto de salir Gürtel (etapa I).

—¡Ah, sí! —responde Pedro en tono que refleja optimismo.

Los gestos de Sánchez suelen expresarlo casi todo.

Se llama a andanas, pero conoce perfectamente el asunto. No quiere que se le note que está al cabo de cómo se ha producido la deliberación en el tribunal, una oportunidad única para dejar el vacío y lo desconocido.

Le da un cierto pánico escénico, pero si, finalmente, el «párrafo» completo del que le han informado coge cuerpo en los legajos oficiales, su vida se volverá patas arriba. Ha llegado la hora de la verdad. La del poder soñado. ¡Vamos a ello! El poder…

A bordo del coche oficial, seguido por la escolta del Ministerio del Interior, conoce detalles de la noticia. De sopetón intuye que la suerte llama a su puerta. ¡Del Averno al Olimpo! Con el primero que habla, como siempre, es con su asesor áulico, Iván Redondo. Después de la conversación atropellada, rápida y llena de claves con el antiguo empleado de los dirigentes populares Antonio Torres (alcalde de Sariñena), José Antonio Monago y Xavi García Albiol, el ritmo cardiaco del recuperado líder socialista se acelera. ¡Quizá Iván tenga razón!, masculla.

Desde el automóvil y por teléfono, Pedro Sánchez ordena a su jefe de Gabinete, Juan Manuel Serrano (al que nombrará presidente de Correos nada más llegar al poder, no sin polémicas), que de «forma inmediata» se presenten en su despacho las gentes de la máxima confianza. Les espera a la mayor brevedad en el cuartel general de la calle Ferraz. Las ayudantes del secretario general preparan agua y café en cantidad. Allí llega en primer lugar la vicesecretaria general, la asturiana Adriana Lastra, a la que espera el jefe del Gabinete. Son convocados, asimismo, el sevillano Alfonso Rodríguez Gómez de Celis; el navarro Santos Cerdán, secretario de Organización Territorial y Relaciones Institucionales; y la portavoz parlamentaria, Margarita Robles, encargada como exjuez de estudiar a fondo la sentencia y ofrecer conclusiones políticas ante un asunto de importancia capital. 

El peso estratégico de la reunión lo lleva un no militante del PSOE, Iván Redondo. Todo el mundo sabe dentro del aparato socialista que el jefe concede el máximo crédito a los pareceres, convertidos en estrategias, del donostiarra Redondo Bacaikoa. Ya en esos momentos, Iván levanta muchas suspicacias y recelos entre los «patanegra» socialistas. El secretario de Organización, José Luis Ábalos, se encuentra en Dinamarca, ocupado en temas de la internacional europea socialdemócrata. Ha hablado ya varias veces con el superior jerárquico, a quien avaló cuando el cierzo soplaba en su contra, por lo que ahora encuentra cumplida recompensa como uno de los hombres más cercanos al secretario general.

Ábalos es partidario de actuar con la máxima cautela. Se trata, en efecto, de una oportunidad única, que no se puede malograr por impaciencias o pasos en falso. Sánchez ha pedido también la opinión de otras personas dentro y fuera del PSOE acerca de cómo administrar el castigo judicial al gobierno y, específicamente, a su presidente. Ninguno de los barones que le arrojaron por el balcón cuando el «no» era «no» recibe llamada alguna del secretario general. Quiere mandarles un aviso claro de quién está al mando. ¡Las decisiones las tomo yo! ¡Yo soy el secretario general, estoy al mando, aunque os joda!

En el apresurado aquelarre del gran aparato sanchista se impone la propuesta de Iván Redondo: antes de tomar una decisión, veamos qué dice o hace Mariano Rajoy. A partir de ahí, actuemos.

El gobierno no se mueve. Sus silencios son observados por el gurú vasco como el cazador que acecha a la presa. El presidente Rajoy, enrocado como percebe en la piedra, espera que la marea se relaje. Sin embargo no remite; al contrario. Las cadenas de televisión, la prensa, aun la más afín, y las redes sociales vomitan indignación y exigen resolución y venganza política cuanto antes.

En ese momento, Sánchez ordena romper con el gobierno y con el PP toda la comunicación que existía para los «asuntos de Estado». Paralelamente, sus terminales caldean el ambiente ante «una situación insostenible».

El que sí está al cabo de la calle es el jefe de Podemos. Ve la gran oportunidad por la que venía suspirando. «Hay que echar al PP de las instituciones». Él se encarga de conectar con los dirigentes de ERC.

A media tarde, Sánchez se reúne a solas con Redondo y Robles. Contemplan el panorama general y no tienen duda de que hay que dar el salto mortal. Encarga a la portavoz parlamentaria la redacción de la moción de censura. Iván podrá cobrarse venganza de los desprecios que le habían hecho Mariano y algunos de sus colaboradores más próximos, entre ellos, Jorge Moragas, Pablo Casado, Fernando Martínez Maíllo y la propia Carmen Martínez Castro. Desecharon sus servicios cuando dejó de trabajar para García Albiol, y el vasco pretendía subirse al carro del poder popular y deseaba formar parte del elenco marianista en calidad de contrapeso del ya cuestionado Pedro Arriola. Redondo es un entusiasta del ajedrez y entiende en esos momentos que puede dar jaque mate a sus antiguos clientes. ¡Por prepotentes y sobrados!

En realidad, Redondo llevaba tiempo aconsejando a su cliente que saliera del marasmo político en el que se encontraba. Había retomado el poder socialista, pero los enemigos internos continuaban al acecho. Su representación parlamentaria es exigua (84 diputados) e inoperante a efectos de conquista del poder. Además las encuestas en esos momentos no invitan precisamente a pensar en una mejoría en las urnas.

—Jamás encontrarás, Pedro, una oportunidad igual. La vida no es para cobardes.

La única salida era presentar una moción de censura. La idea se desecha porque no hay un «elemento decisivo»; sobre todo, porque no se puede ir colgado del brazo de independentistas y la izquierda radical. Hay que esperar mejor ocasión, desacreditar al adversario lo más posible y, entonces, actuar.

La suerte ponía en jaque al entonces disminuido jefe del PSOE, que no ha terminado de quebrar la oposición interna. Los críticos esperan que cometa un fallo irreversible. 

En la noche del jueves 24, Margarita Robles se presenta ante su jefe con el papel redactado. Todo está en orden, y la espoleta a punto de activarse. Ha conseguido reunir a toda prisa las firmas de los 84 diputados que componen el escuálido Grupo Socialista. Solo algunos de ellos saben a ciencia cierta que se presentaría en unas horas. A la mayoría de ellos se les dijo que «por si fuera necesario». Se trataba de pillar por sorpresa al gobierno y evitar una disolución anticipada de las Cámaras. Una vez registrada la moción no había posibilidad de retorno.

A primera hora del viernes 25 de mayo, nada más abrir el Registro Oficial del Congreso, Margarita Robles se presenta con la carpeta bajo el brazo. La acompañan algunos compañeros de bancada y funcionarios del Grupo Parlamentario.

Antes de reunirse a las once de la mañana con la Comisión Ejecutiva Federal, a la que informará de su definitiva decisión de ir por corto y por derecho contra Mariano Rajoy, Sánchez conecta por teléfono con los expresidentes Felipe González y José Luis Rodríguez Zapatero y el anterior secretario general, Alfredo Pérez Rubalcaba. La moción está ya presentada, por lo tanto se trata de una mera cortesía partidaria. Un mero halago a sus ancestros, pues sabe que no le pueden ni retratar. En efecto, no colige mucho entusiasmo entre sus mayores. ¿Importa algo? No.





El último Consejo 

Dos horas antes, la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, en calidad de ministra de la Presidencia, había convocado entre las nueve y media y las diez en punto de la mañana la reunión ordinaria del Consejo de Ministros. Preside Mariano Rajoy Brey. Los ministros le notan un tanto «ausente», parsimonioso, cansado. Da la palabra a los distintos miembros del Ejecutivo sin prestar demasiada atención. 

Antes, a las siete de la mañana del 25 de mayo de 2019, como casi todos los días, se había levantado el presidente Rajoy. Se enfundó el chándal de marca que le había comprado Viri y se calzó unas zapatillas deportivas. Necesita pasear hora y media, y lo suele hacer a diario, por los alrededores del Pardo. Su fina pituitaria galaica y su larguísima experiencia en la vida política le avanzan que se presentan horas difíciles.

A la media hora de haber comenzado el pleno semanal ministerial, suena una alarma en el móvil encriptado de la vicepresidenta. Está deponiendo el ministro de Fomento, Iñigo de la Serna, el exalcalde de Santander, a quien Soraya coló en el Consejo de Ministros como parte de la cuota de poder ofrecida por el presidente del Gobierno. Al fin y al cabo se trata de un ingeniero de caminos. Un respeto.

La vallisoletana echa una ojeada al mensaje que le remite una de sus máximas colaboradoras.

Cree que debe enseñárselo al presidente ipso facto. Al estar sentada justamente al lado, le resulta fácil; La Serna, que se da cuenta de la situación, hace una pausa. El Consejo de Ministros se percata de que algo serio ocurre. Mariano Rajoy lee la noticia en el móvil de su número dos gubernamental. El presidente devuelve el teléfono y se ajusta las gafas. El silencio se puede cortar en la sala. Todos miran al jefe del Gobierno. Les preocupa el estado de evidente excitación y desazón del presidente, un hombre normalmente frío como el hielo, sereno en todas las estaciones. Este toma su vaso de agua y lo estalla por la presión de su mano.

—Señores ministros, el PSOE ha presentado la moción de censura… —Silencio. Rajoy prosigue—: Lo afrontaremos como siempre hemos hecho. De otras situaciones peores hemos salido… Que continúe el señor ministro de Fomento.

El sucedido del vaso, desconocido hasta hoy, debió de ocurrir, en lugar de la Sala del Consejo de Ministros, en alguno de los rincones del enorme jardín que rodea el edificio Semillas, donde trabaja el presidente y se reúne el gobierno. Tres miembros del Gabinete confirman el hecho. Dos, entre ellos, el ministro de Educación, Cultura y Deportes, Iñigo Méndez de Vigo —intimo amigo de Mariano Rajoy—, niegan que sucediera. Otros no recuerdan nada de lo que en ese momento tuvo lugar en la sala. 

El telón se echa a toda prisa. Una etapa de siete años ha comenzado a fenecer. A velocidad de crucero.

Algunos colaboradores de Rajoy tratan de convencerle de que no hay procedente alguno de que alguien pueda ser investido y llegue a jefe del Gobierno con 84 escaños. Y que será muy complicado que acepte los votos de los «herederos del terrorismo» y de los independentistas. «Pero, Mariano, tienes que tener claro que una vez registrada la moción de censura ya no puedes disolver las Cámaras y convocar elecciones». 

Una vez consumado el golpe parlamentario, legítimo y legal, durante esa tarde-noche del 1 de junio, el expresidente defenestrado ofrece una copa en sede monclovita. Agentes de seguridad, bedeles, administrativos, personal contratado acuden a despedir al que durante siete años ha sido su máximo jefe. Hay algunas lágrimas entre los funcionarios más humildes del escalafón. También al ya expresidente, un tipo frío como es él, se le humedecen los ojos cuando sus subordinados le dicen lo mucho que lo aprecian. Solo su esposa Viri parece liberada. Ya tenía todas las pertenencias familiares empaquetadas y habían sido trasladadas a su domicilio.

En un momento dado, entre copas de vino tinto, cocacolas, fantas, whisky barato y canapés de medio pelo, Mariano le susurra al oído a una de sus edecanes de máxima confianza.

—Si lo hacemos bien, en año y medio estamos de vuelta… Si lo hacemos bien.

Mariano Rajoy es el primer presidente del Gobierno expulsado de su trabajo como primer ejecutivo de la nación. Lo acepta como sus «huevos de hierro» (expresión textual de una de sus ministras más queridas), aunque el dolor interno sea intenso. «Más se perdió en Cuba y volvían cantando».

No ha querido atender los «constantes reclamos que llegaban de la Audiencia Nacional, en lo que algunos de sus compañeros en la dirección denominaban en clave de conjura»; ha subestimado la temeridad de su adversario socialista, a quien nunca concedió especial relevancia más que por el hecho de estar al frente de un Partido Socialista al que Rajoy siempre ha dado singular importancia dentro de la España constitucional. Recuerda en esos instantes cómo se le saltaban las órbitas de ojos a Sánchez cada vez que le visitaba en Moncloa y ante el oropel de las dependencias presidenciales.

—Ni en mis peores sueños —dice a sus colaboradores de confianza— pude imaginar que tendría que dejar mi puesto al que va a ocupar el despacho de presidente del Gobierno, colgado del brazo de lo mejor de cada casa… Los de Podemos, los independentistas…

Llora sobre una realidad irreversible.

—¡Cómo he echado de menos a Pérez Rubalcaba! ¡Nunca me fie de Sánchez! Ni siquiera cuando venía aquí a decirme que los independentistas están locos, «cuenta conmigo presidente, hay que pararles los pies».

Pedro Sánchez apuesta al 29 y en setenta y dos horas le sale el pleno.

«¡Cuánto echo de menos a Rubalcaba!». 

Pasados unos minutos de las 22.00 horas del 1 de junio del año 2018 la familia Rajoy vuelve a su domicilio de la madrileña Cuesta de las Perdices.

Esta es la historia que a continuación se relata. 
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LA JUSTICIA, DE CACERÍA





Bienaventurado el que, dejando atrás sus gustos e inclinaciones, mira las cosas en razón y justicia para hacerlas.

SAN JUAN DE LA CRUZ









Todo jefe de Gobierno tiene una crisis que define su presidencia. Mariano Rajoy tuvo cuatro: brutal crisis económica heredada de José Luis Rodríguez Zapatero, sublevación en toda la regla de los independentistas catalanes, cambio en la Jefatura del Estado (abdicación del rey Juan Carlos) y, finalmente, la corrupción objetiva que asola su partido y lo engulle a él. 

Gürtel. Todo empieza el 6 de noviembre de 2007. José Luis Peñas Domingo, funcionario en excedencia del Ayuntamiento de Majadahonda, estrecho excolaborador de Francisco Correa (Don Vito), acompañado de su abogado Ángel Galindo, se presenta a las 13.00 horas en las dependencias de la Unidad Central de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF). Peñas, militante del PP de toda la vida, quiere ajustar cuentas con Correa por el desprecio y el ninguneo al cual le sometió «cuando el padrino de la banda se creía intocable». Pero también cree que puede empapelar a los grandes capos del partido, especialmente a José María Aznar y gente de su máxima confianza. Al final, fue condenado a cuatro años y nueve meses de prisión por asociación ilícita, cohecho, falsedad documental y prevaricación. Jamás pensó que podría llevarse a un presidente del Gobierno en ejercicio por delante. Y una década después se lo carga.

El pícnico exconcejal comparece ante funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, el inspector con carné profesional número 82.594 y el inspector número 81.067, instructor y secretario respectivamente.

Peñas entrega en el acto un escrito denuncia de siete folios y tres anexos. Uno identificando a las personas que aparecen en las grabaciones realizadas, por el denunciante; otro con el índice de grabaciones realizadas, y, finalmente, un anexo de cuatro folios titulado «Índice de Empresas y Administradores». Completa la información con un sobre que contiene un CD con grabaciones que resultará harto polémico durante la posterior instrucción de la causa judicial.

En síntesis, José Luis Peñas pone al descubierto ante funcionarios policiales el enorme entramado dirigido por Gürtel (Correa en alemán) y ofrece a los agentes de la UDYCO y la UDEF todos los nombres de los que trabajan como testaferros (Isabel Jordán, Pablo Crespo, Luis de Miguel Pérez). «Este entramado constituye una auténtica organización criminal dedicada al blanqueo de capitales, obtenido de distintas actividades, delitos fiscales, delitos societarios, fraude a la Hacienda Pública, falsedad en documento mercantil, extorsión, chantaje a funcionarios públicos, tráfico de influencias, prevaricación, cohecho, malversación de caudales públicos… Todo ello dirigido por Francisco Correa… Sus actividades económicas principalmente están relacionadas con la obtención de contratos de las Administraciones Públicas (organización de actos y eventos para dichas administraciones), así como un ingente entramado de sociedades y personas interpuestas de su entorno profesional, laboral y personal dedicadas a la construcción y promoción inmobiliaria».

¿Por qué José Luis Peñas decide tirar de la manta a sabiendas del monumental «lío» que iba a montar, e incluso que iba quedar él mismo abrasado en su futuro económico-profesional? Durante los encuentros mantenidos con este autor se podría sustanciar que por dos razones fundamentales. La primera, porque Don Vito decide no contar con sus servicios; la segunda, porque, al final, el ser humano también estalla ante tanto detritus. Por lo tanto, ni corto, ni mucho menos perezoso, decide abrir la tapa de la caja de Pandora.

Ofrece un listado completo de nombres y apellidos de todo el «imperio Correa», así como el relato pormenorizado del acontecer de los hechos objetivos. Subraya el nombre de los constructores leoneses José Luis Ulibarri y José Martínez Núñez. Según su versión, este habría ido hasta el antedespacho del presidente Rodríguez Zapatero, donde se encontraba la periodista Angélica Rubio, a la que había conocido en tiempos periodísticos leoneses en busca de contratos en diferentes ministerios, argumentando la ruina que le llegaba a su grupo Teconsa. Otro tanto había hecho, a propósito del paisanaje, Ulibarri, propietario de una serie de cabeceras periodísticas y el 50 por ciento de la Televisión de Castilla y León, junto con otro constructor condenado por corrupción urbanística (Antonio Miguel Méndez Pozo). Arturo González Panero, alcalde de Boadilla de Monte, Tomás Martín Morales, Alfonso Bosch Tejedor, Álvaro Pérez (el Bigotes, el hombre de Orange Market, que trabajaba fundamentalmente en la Comunidad Valenciana), Guillermo Ortega, exalcalde de Majadahonda. El listado de los «sobrecogedores» de Correa —primero cobraba y luego repartía— es muy largo. Llega a citar de manera expresa a dos veteranos periodistas, al parecer y según el denunciante, íntimos amigos del jefe mafioso, uno de ellos ya desaparecido. A jefes en activo en el gobierno de Esperanza Aguirre, Carlos Clemente Aguado, entre otros, así como el íntimo amigo de José María Aznar, experto en temas fiscales, Ramón Blanco Balín, Jacobo Gordon, amigo personal de Alejandro Agag, Benjamín Martín Vasco, Máximo González Jurado, Pedro García, colaborador del Bigotes en Valencia, José Guillermo Pariente, Bernabé Cano, alcalde de La Nucia (Valencia) y el exsuegro de Correa, Emilio Rodríguez Bugallo y la exmujer, Carmen Rodríguez Bugallo. 

El denunciante ofrece, asimismo, ante los funcionarios policiales un vasto relato del inmenso patrimonio del capo que empezó con una modesta agencia de publicidad y de viajes. Un patrimonio valorado en un montante aproximado de 500 millones de euros. Muchos de ellos, orondos y sobrados, son vistos elegantemente vestidos en la pasarela del Escorial, con ocasión del enlace de Ana Botella con Alejandro Agag, cuando papá se encuentra en la cúspide de su gloria y poder. Días de vino y rosas. Correa se gastó una pasta en forma de regalos para los novios, según propia confesión y la de su lugarteniente, Álvaro Pérez, el Bigotes. Es más, alardea ante sus amigotes del «pastizal invertido» en una de las bodas escurialenses que han pasado al libro del oprobio.

Pagó toda la fiesta —sonido, música, luces— por más de 30.000 euros, y se ha dicho que incluso el anillo de compromiso adquirido en unas de las más lujosas joyerías de París. Al padre, entonces jefe de Gobierno, los 30.000 euros le parecen una minucia.

Según depuso en su primera declaración ante los funcionarios policiales, una vez detenido, y posteriormente ante el primer instructor, Baltasar Garzón, Francisco Correa admite que entró a trabajar para el Partido Popular cuando en esa casa mandaba Aznar López, una vez que hubo contratado a Elvira Aznar, hermana del entonces presidente. «A partir de ahí, aquella fue su casa… Había que reconocerle. Todo el mundo sabía a qué se dedicaba y todo el mundo sabíamos de su influencia ante los jefes», recuerda un alto funcionario de Génova 13 ya retirado. «Ese grupo de Correa no formaba parte de nosotros, no les reconocíamos, no era de nuestra “familia”. Nos despreciaban, iban por arriba, se creen superiores». Y lo eran.

Los agentes de la UDEF y UDYCO, bajo el mando supremo del jefe de la Policía Judicial, Juan Antonio González (JAG), siempre bajo sospecha de «adorar» a Pérez Rubalcaba, del jefe de la UDEF José Luis Olivera (hombre del «clan Villarejo») y su adjunto el inspector Manuel Morocho, piden a Peñas que siga acumulando información y pruebas. «Con discreción, sin levantar sospechas, cuantas más mejor. Tú ya sabes».

Desde 2007 a 2009 todo el operativo para rodear a los Gürtel, que desconocen por completo lo que se les viene encima y, además, se consideran intocables por sus relaciones políticas a alto nivel en el partido que pronto llegaría al Gobierno de la nación, pese a que Rajoy había despedido al cabecilla, se lleva desde la dirección máxima de la Policía. Un año después informan a las fiscales de la Audiencia Nacional, Concepción Sabadell y Miriam Segura. José Manuel Villarejo estaba al cabo de la calle del operativo judicial. No hay que olvidar que invitaba a comer con mucha frecuencia al juez Garzón y a su amiga Dolores Delgado. La fiscal que unos años después se hará famosa por tantas cosas al ser nombrada ministra de Justicia por Pedro Sánchez, a instancias de la izquierda judicial, momento en el que ya no tiene reparo alguno de presentarse como una hooligan socialista. 

A comienzos de febrero de 2009, dos años y medio después de presentarse la denuncia por el exempleado de Correa, Baltasar Garzón, titular del Juzgado de Instrucción número 5 de la Audiencia Nacional, al que curiosamente le ha caído el caso —«a Baltasar siempre le tocaba la lotería con los asuntos que más le ponían y que le permitían seguir en el candelero mediático y de paso hacer favores políticos», recuerda un compañero en activo destinado en la Audiencia Nacional—, cree que ha encontrado el caso de su vida; lo que más le gusta, corrupción política, y si es de derechas, un cóctel ideal para el divertimento. Dos altos dirigentes del PP en esos momentos, Carlos Floriano, luego decapitado sin que su protectora Cospedal pueda hacer nada, y Esteban González Pons (también remitido al Parlamento Europeo por la inquina que le muestra la secretaria general), denuncian las «covachuelas» del Ministerio del Interior al mando de Alfredo Pérez Rubalcaba, quien está, según ellos, coordinado con Baltasar Garzón y al tanto de las escuchas telefónicas que afectarían a personas vinculadas al Partido Popular. 





Puro Garzón

Transcurrido el tiempo, varios abogados han reconocido que Garzón no recibió el caso por sorpresa, sino que la UDEF y la Fiscalía hablaron antes con él para que tomase las pesquisas basándose en la conexidad con otro caso que Luis de Miguel, abogado de Francisco Correa, tenía en su juzgado por delito fiscal desde hacía años. «En ese mundillo judicial no suelen darse casualidades de esta naturaleza», afirma un conocido letrado con amplia experiencia, que durante años trabajó como fiscal en dicha instancia judicial.

Remiten al juez las pesquisas policiales y entra en acción el más puro Garzón, aquel de la Operación Nécora, la cual le hace famoso en los años noventa. El principal escollo judicial con el que se encuentran las fiscales Concepción Sabadell y Miriam Segura es que no pueden autentificar las grabaciones llevadas a cabo por Peñas. El material original de las escuchas entregadas a los funcionarios policiales citados ha desaparecido, y, a juicio de los abogados defensores, sin esa prueba pericial no hay ocasión de procedimiento. Así se lo hacen saber a las fiscales. Oiga, no estamos aquí para menudencias, responden. En resumen, el procedimiento se comienza a investigar en 2006 y tres años después (2009) no hay autentificación de las pruebas originales. ¿Por qué? Nadie lo sabe. Lo que a juicio de expertos en Derecho Penal supone una grave irregularidad procesal que ningún instructor ha tenido en cuenta hasta la fecha. Lo importante es antes que nada. Al juez instructor no le parece que se trate de un asunto decisivo. 

Alguien no está interesado en su custodia porque el denunciante lo entregó todo, según el propio Peñas. Sabía que había cruzado el Rubicón cuando acudió a la policía. Febrero de 2009 fue un mes legendario para el poder del zapaterismo, que transitaba por el Estado como si se tratara de una particular finca de caza. De hecho, en las escuchas hay docenas de voces sobre las que no recaía sospecha de corrupción alguna, y, de paso, se grabaron asuntos dispares completamente ajenos al objeto de la investigación jurídico-policial.

La cacería. De caza. A un lado y otro. El 6 de febrero de 2009, Baltasar Garzón ordena detener a 37 personas vinculadas con la trama Gürtel. Encarcela de inmediato sin posibilidad de fianza al cabecilla, Francisco Correa, a su primo Antoine Sánchez y al exsecretario de Organización del PP gallego, Pablo Crespo, uno de los cerebros del panal corrupto, al que han expulsado de Galicia ante las evidencias de que utiliza la política para asuntos espurios. Elige como abogado defensor al activo y audaz abogado Miguel Durán, quien contempla las decisiones de fiscales y jueces en estos supuestos con una perspectiva donde la opinión publicada tiene su aquel. 

Unas horas después del pistoletazo judicial que se sustanciaría nueve años después, Baltasar Garzón está tan seguro de sí mismo que no tiene reparo alguno en citarse a cenar en el restaurante del hotel Del Val (Andújar, Jaén) con el ministro de Justicia, el abulense de Arenas de San Pedro Mariano Fernández Bermejo, hijo de un preboste falangista durante el franquismo y él, situado en la izquierda radical judicial. Al día siguiente, están invitados a una cacería de lujo a expensas de un farmacéutico afincado en Barcelona. Se trata de la portentosa finca Cabeza Prieta, 700 hectáreas en plena Sierra Mágica. No son los únicos. Por ahí anda también el comisario jefe de la Policía Judicial, Juan Antonio González (JAG), es decir, el más alto mando policial que ha dirigido las pesquisas de la UDEF, y María Dolores Delgado («la Lola» en expresión de su amigo el comisario José Manuel Villarejo, que por supuesto está al cabo de la cacería). En las grabaciones posteriormente conocidas del caso Villarejo, se confirma que Garzón y Lola Delgado estaban preparando el caso antes de que el asunto le llegara. Dolores Delgado, aunque trabajando en la Audiencia Nacional, tiene como cometido esencial en esos momentos la lucha contra el terrorismo islámico, y, por ende, ajeno al asunto de corrupción política que su amigo tiene entre sus manos.

Con el paso del tiempo y su deambular político, además de los hechos conocidos y perpetrados por la fiscal general de Sánchez es difícil poder colegir en puridad la independencia política y la autonomía profesional de la señora Delgado. Pero la superioridad moral de la militancia de izquierdas es muy actual treinta años después de la caída del Muro de Berlín. 

Bien. Las fotos que se publicarían en aquellos días no dejan lugar a dudas: cacería de alto standing; todo por la patilla, que así las viandas y los buenos caldos saben mejor. El servicio no sale de su asombro. Se conoce también por entonces que los disparos a los ciervos jienenses son una actividad regular del famoso juez instructor. Es un habitual de esos lares y de esas prácticas escopetiles, según testigos de dichas cacerías, siempre gratis. Al fin y al cabo, es un natural de Torres, una pequeña población cercana.





Cazadores cazados

«Os he puesto en bandeja el poder en los próximos veinte años», masculla el juez en ejercicio a su amigo el fiscal Fernández Bermejo, ahora en flamante calidad de ministro de Justicia de Rodríguez Zapatero. Garzón nunca se esfuerza en desmentir una afirmación tan sospechosa como la que se le atribuye. En realidad, lo que resulta meridiano es que tanto Garzón como Bermejo están subidos al mismo carro con vitola de partido político concreto.

A la prensa en oposición al Gobierno, muy combativa, llegan todo tipo de detalles del aquelarre cinegético. Se lanzan en tromba contra el ministro de Justicia y, de paso, contra el juez que no guarda ni siquiera las apariencias. Especialmente, La Gaceta, cuyo editor, Julio Ariza, tiene amigos entre los involucrados y contacto con alguno de los abogados defensores, que participan en varios de sus negocios mediáticos. Otros medios más sedados se preguntan si el juez instructor —que fue número dos de Felipe González, a instancias de José Bono, en las elecciones generales de 1993— y el ministro Bermejo no hubieran dado órdenes al jefe de la Policía Judicial, presente en el evento, de detener a cuanto militante del PP pasara por ahí en una instrucción de oficio trufada. Al «hecho cinegético» se une de inmediato una huelga de jueces para protestar contra los procederes del ministro, personaje ante el que no pocos colegas del gabinete se llevan las manos a la cabeza. «Nos dará muchas tardes de gloria». A las pocas semanas de los acontecimientos tienen lugar las elecciones regionales en Galicia y País Vasco. 

La jefa de la oposición parlamentaria, Soraya Sáenz de Santamaría, se encara con el ministro y anuncia una comisión de investigación para aclarar la sospechosa «cacería». Entiende que Fernández ha vulnerado el principio de separación de poderes, yéndose de fiesta —con tiros— con el juez instructor de un caso con ribetes políticos que afectan de plano a sus adversarios, la legalidad y el código ético de buenas prácticas en el Gobierno aprobado tiempo atrás por el Congreso de los Diputados. La colaboradora de Rajoy decide entrar a matar. Tras recordar que el titular de Justicia cazaba sin licencia en territorio andaluz (multa), pregunta al ministro si esos escarceos, rifle en ristre, envuelto en vestuario verdoso de hacendado pijo, son productos de «regalos o privilegios»… que el señor ministro debe aclarar. Esta es la espoleta final que llega al corazón. Nadie puede entender que un ministro vaya de cacería por el morro.

El suflé mediático-político aumenta de tamaño. Fernández Bermejo, quien ya había perdido todo crédito ante el presidente Zapatero, decide rendir la escopeta y hacer mutis por el foro. Era la primera cabeza que se cobraba Baltasar Garzón con el caso Gürtel. Luego viene la suya propia.

El magistrado, enrabietado por lo ocurrido con su amigo decapitado políticamente por Rodríguez Zapatero («me ha creado un lío cojonudo con los jueces…Ya no me hacen gracia sus gracietas»), decide entrar a saco. Le gusta la causa. Le pone el asunto. Está en la salsa que más le gusta. De modo y manera que el 19 de febrero —siete días después de encarcelar a Correa, Crespo y Antoine Sánchez— dicta una resolución secreta en la que acuerda intervenir las comunicaciones orales y escritas de los presos. En esa resolución, Garzón ordena taxativamente que las intervenciones también afectan a los abogados, tanto los personados en esa causa como cualquier otra que mantenga alguna relación con los encarcelados preventivos.

Cuando se conoce la reacción del juez en ejercicio, Ignacio Peláez, abogado de José Luis Ulibarri, que había sido fiscal y magistrado de la propia Audiencia Nacional, es decir, que sabía de leyes y procedimientos, presenta una querella criminal ante el Tribunal Supremo, instancia donde se juzga a los profesionales de la Justicia. Peláez falleció a los cincuenta y tres años el 28 de septiembre de 2017. El exfiscal y exjuez amplió también dicha querella contra las fiscales Segura y Sabadell, por considerar que fueron ellas quienes pidieron a Garzón que se realizaran las escuchas en prisión a los detenidos y sus abogados. Una vez autorizadas, el agente Morocho las llevó a efecto. Pero tuvo menos éxito. Después, cuando se celebró el juicio en el Tribunal Supremo, tanto las fiscales como Morocho le cargaron el muerto y el juez fue condenado. El Supremo estima que toda la responsabilidad recae en el juez estrella ahora mismo estrellado. Sin embargo, el entonces fiscal general del Estado, Eduardo Torres Dulce, un funcionario más interesado en la cinematografía que en los aburridos legajos judiciales, propuesto a Rajoy para el cargo por su amigo personal el ministro de Justicia, Alberto Ruiz-Gallardón, deslegitima la actuación de sus subordinadas al considerar un desempeño anárquico, una resolución contraria y un futuro dudoso. Pero no las retira del caso ante la indignación de los abogados defensores al pensar que la actuación representaba un caso claro y grave de prevaricación.

Cinco años antes, Garzón, su excompañero en la Audiencia Nacional, es condenado por la Sala Segunda del Tribunal Supremo a once años de inhabilitación por prevaricación. La sentencia que ponía fin a una carrera exitosa, mediáticamente hablando, resultaba extraordinariamente dura, sin precedentes, y hablaba de la conducta de Garzón como «arbitraria», «totalitaria». «Ha laminado derechos fundamentales, y ha establecido prácticas de sistemas políticos ya superados».

Luciano Varela, el juez pontevedrés que es uno de los fundadores de la «progresista» asociación Juezas y Jueces para la Democracia, instruye la causa contra Garzón. Este le ha recusado, sin éxito, argumentando «falta de imparcialidad objetiva y subjetiva». No se lo perdonará nunca.

La Sala del Tribunal Supremo, especialmente Manuel Marchena, ya le había salvado la cabeza no hacía mucho tiempo frente a una querella presentada contra Garzón por haber recibido dinero del Banco Santander a petición propia. En efecto. Baltasar Garzón, como titular del Juzgado número 5 de la Audiencia Nacional, remite una carta el 20 de enero de 2006 al presidente del Grupo Santander, Emilio Botín, en la que el juez en activo pide al primer banquero español que financie sus actividades —cursos durante varios meses en el neoyorkino Centro Rey Juan Carlos sobre «Derechos Humanos y Seguridad Jurídica en Iberoamérica»— por un importe de 260.000 dólares. Botín no solo accede gustoso a la petición del famoso juez, sino que eleva la cantidad a 302.000 dólares.

La «desolación» del interesado ante su expulsión de la carrera judicial, y la de sus amigos de la Audiencia Nacional, que se manifiestan en su apoyo a las puertas del juzgado, es jaleada por sus terminales mediáticas. Recurre a toda prisa la resolución de la Sala Segunda, pero el Tribunal Constitucional ni siquiera acepta la tramitación de su queja. Ahora solo queda abrir despacho como abogado y empezar a facturar. Entre sus colegas abogados se afirma que para encargarle un asunto hay que empezar por el millón de euros de provisión de fondos. Y luego, hablamos. 

Tras su condena, que achaca directamente a Luciano Varela, Garzón entra en modo depresión.

«¡Esta Justicia es un puta mierda!», explota Garzón durante un almuerzo en el restaurante Rianxo, cuando ya el Tribunal Supremo admite a trámite la querella de Peláez.

«¡Qué capullo eres», contesta Dolores Delgado, presente en el almuerzo, al que también asisten cinco altos mandos policiales: Miguel Ángel Fernández-Chico, número dos de la Policía Nacional, Enrique García Castaño, José Manuel Villarejo, autodenominado como «agente encubierto», Pedro Díaz Pintado y Gabriel Fuentes.

«Todo lo que me está pasando —vuelve a la carga Garzón asustado ante lo que le viene encima— es por culpa de los hijos de puta de la Gürtel». 

Tras la marcha forzada de Garzón (9 de febrero de 2012), el caso va a parar a manos del juez Antonio María Pedreira, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid. Pedreira, afín al PSOE, es un antiguo letrado del Ayuntamiento de Madrid en la época de Enrique Tierno Galván y su sucesor, Juan Barranco. Luego, por el cuarto turno y apoyado por María Teresa Fernández de la Vega, llega a magistrado. El abogado del Partido Popular en aquellos momentos, el exministro y exembajador Federico Trillo, debió de hacer un magnífico trabajo ante el capitidisminuido (físicamente) Pedreira, porque archiva la causa que afecta al diputado Jesús Merino, al extesorero Bárcenas y varios imputados más irrelevantes desde el punto de vista de la opinión pública y la política. En relación con Merino, el juez es taxativo: «Las actuaciones de la policía y las fiscales fueron precipitadas… Todas las sospechas se diluyeron ante los documentos aportados». Los indicios existentes con él, dice Pedreira, «no han sido probados en modo alguno».

La Fiscalía lo tiene claro. La Justicia tiene que ser ciega y sorda, sobre todo, que se note que ni tiene ojos ni oídos. Recurre la instrucción de Pedreira, que fallece en el mes de agosto del año 2015, y el caso intacto regresa al Juzgado n.º 5 de la Audiencia Nacional, donde espera el juez Pablo Ruz, el hombre de la Universidad Pontificia de Comillas. Las fiscales «indomables» con cierta deriva Segura y Sabadell, nombradas para el caso por el ministro Fernández Bermejo, triunfan por todo lo alto. Ruz, cuya mujer ha sido contratada por la Comunidad de Madrid de Esperanza Aguirre, quiere demostrar desde el primer momento que él no se va de cacería con nadie. Es la antítesis de Garzón, por eso lo eligen sus superiores jerárquicos para que retome la causa; eso sí, como magistrado suplente y temporal al frente del Juzgado Número 5, el predio histórico del juez expulsado por prevaricar. Es consciente de que esa instrucción puede devorarle como les ha ocurrido a sus anteriores compañeros de fatigas. Clave: muchas horas de trabajo, máxima discreción y prudencia extraordinaria. Un juez joven y solvente entra en acción.

Ruz, trabajador y tímido, padre de cinco hijos, solo ha reconocido una militancia: madridista, amén de su credo cristiano, que le hace ir habitualmente a misa. Miembro de la plataforma Otro Derecho Penal es Posible, no está afiliado a ninguna asociación judicial, por lo que, en principio, resulta difícil encuadrarle en ese pérfido binomio conservador-progresista. Inicialmente, se le tachó de «próximo al PP» —una maldición bíblica entre la grey de la Judicatura (prácticamente lo mismo que en la mediática)—, pero casi a la misma velocidad el sambenito cambió cuando ordenó a la policía registrar el cuartel general popular, en busca de papeles que acreditaran que las obras de remodelación de la sede central se habían abonado con dinero negro.

Para esos momentos, María Dolores de Cospedal ya había decidido cambiar los abogados que históricamente atendían las cosas del partido. Ficha a un exmagistrado prestigioso, Adolfo Prego, y hace recaer la máxima responsabilidad en temas jurídicos en las espaldas de Jesús Santos, exteniente fiscal de la Audiencia Nacional, y, finalmente, en Alberto Durán y Miguel Bajo. No fue una decisión de la primera ejecutiva del PP aplaudida por todos.

Ruz tarda cinco años en terminar la instrucción. De los escasos pronunciamientos públicos que se le conocen hay uno determinante: «Hay algo peor que la corrupción misma, que es la sensación de impunidad que se puede generar por una tardía persecución, un tardío enjuiciamiento; porque la Justicia llegue tarde o llegue mal».

El 23 de marzo de 2015 —tras nueve años de investigación— el instructor de largo flequillo y rostro impenetrable presenta sus legajos bajo su respetada firma. Ve indicios, en efecto, de que el PP llevó una contabilidad paralela entre 1990 y 2008; la caja B habría servido para compensaciones personales a dirigentes y campañas electorales, las donaciones al PP no estaban exentas de tributar al fisco y, finalmente, ve al partido responsable civil subsidiario por los pagos en negro en dichas obras. Nada especial entre los grandes partidos desde la restauración democrática (FILESA, MALESA, Izquierda Unida) y no tuvieron tanta transcendencia mediática. 

«¡Somos unos auténticos pardillos!», en expresión de una ministra de Rajoy.

Cierto es que, se miren por donde se quiera, los hechos tabulados en la instrucción permiten a cualquier observador imparcial y objetivo concluir que se está ante hechos graves, muy graves, e intolerables en puridad ética y democrática.

Por fin había llegado la hora del juicio. Pero antes hay que conformar la sala que juzga y sentencia. Es la clave de los futuros fallos. La acusación popular, en representación de la asociación ADADE, la encabezan el abogado Mariano Benítez de Lugo, vecino de Rajoy en la misma urbanización del barrio de Aravaca (Madrid), y Javier Ledesma, presidente de la misma, quienes hacen un magnífico trabajo en el asunto que les ocupa. Su vinculación con el PSOE la conocen hasta los conserjes de Ferraz. Tal es así, que Ledesma, hermano del ministro de Justicia con Felipe González (Fernando), se afilió al partido en 1973 y durante dieciséis años ocupó escaño de diputado regional en la Asamblea de Madrid bajo la misma bandera partidaria. Su objetivo era claro: derribar el gobierno del PP. Con datos, naturalmente. En una comparecencia pública, Ledesma no tiene reparo alguno en calificarse como «sanchista» convencido.

Lo cortés no quita lo valiente y la verdad es la verdad, la diga Agamenón o su porquero.

Su primera victoria, Benítez de Lugo y Ledesma tienen el colmillo retorcido y experimentado en los tribunales, la alcanzan cuando el instructor del incidente de recusación de la Audiencia Nacional, Nicolás Poveda, acepta la petición y deja fuera del tribunal a los magistrados Enrique López y Concepción Espejel por su «vinculación con el PP». Antes, había solicitado a la aznarista Fundación Faes que acreditara los actos, ponencias, seminarios, etc., en los que hubiera participado el juez leonés. Unos años más tarde, Isabel Ayuso, presidenta de la Comunidad de Madrid, lo elegiría como consejero de Justicia. A Espejel se le presume como cierta una amistad personal con la secretaria general Cospedal. Las quejas de los recusados, obviamente, caen en saco roto. El instructor de la recusación lo tiene meridianamente claro. Cierto es que en anteriores ocasiones y en procesos también de índole política no hubo recusación alguna. Se trataba de jueces afines al Partido Socialista… Otra vez a vueltas con el doble rasero político en la Justicia, que sacaba de quicio a la alta dirección del PP. De manera incomprensible, incluso para la acusación particular, el Partido Popular no recusa a su enemigo declarado, tal y como se espera la parte contraria.

El ministro de Justicia, Rafael Catalá, cooptado por Mariano Rajoy a instancias de otro exministro del ramo y amigo personal del presidente, José María Michavila, habla con el presidente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), y a la vez del Tribunal Supremo, Carlos Lesmes, en días previos a la composición definitiva de la sala que los juzga.

«Carlos, lo único que te pido es un mínimo de ecuanimidad… Todos sabemos de qué pie cojea esa sala. No te voy a decir yo a estas alturas quién es José Ricardo de Prada, por dónde derrota… Y tampoco nada acerca de la personalidad de Julio de Diego».

Las fuentes judiciales que el PP tiene en distintas instancias hace tiempo que le han prevenido acerca del «trío de la escopeta» (Garzón-Delgado-De Prada). No encuentra demasiada receptividad en el presidente del Consejo General. Está en la pura evasiva… «¡Ya sabes, ministro, cómo va esto!».

Lesmes fue elegido para el máximo puesto de la Judicatura española a instancias del Partido Popular. No era la principal opción. La definitiva para el partido de Rajoy era Manuel Marchena. Vetó este nombre Alfredo Pérez Rubalcaba, entonces secretario general del PSOE, a instancias del hoy magistrado del Tribunal Constitucional, Cándido Conde Pumpido, la siempre larga mano judicial del Partido Socialista. Cuando estalla Gürtel, Conde Pumpido es el Fiscal General del Estado.

«Marchena, Alfredo, ¡es demasiado de derechas e inteligente!».

Vetado.

Volvamos al relato cronológico del caso. El PP, a través de sus muchas terminales, no se queda en modo marmolillo. Sobre todo, cuando en 2011 retorna al poder de la nación. El 7 de noviembre de 2017, Manuel Morocho, que continúa como inspector jefe de la Unidad de Delitos Económicos y Fiscal (UDEF) bajo el mando popular, responsable policial del caso Gürtel, afirma en sede parlamentaria que existen «indicios» de que el presidente del Gobierno recibió pagos de la caja B que maneja Luis Bárcenas. Al igual que Francisco Álvarez Cascos, Federico Trillo y el conjunto de los secretarios generales de la formación. Morocho definió la Gürtel como «corrupción en estado puro». Puso especial énfasis en denunciar lo que a su juicio fueron presiones y querellas para «desestabilizar» la instrucción en las fases de investigación.

En la sala del Congreso de los Diputados, durante la comisión parlamentaria que investiga el caso Gürtel depone también el famoso Juan Antonio González, jefe de la Policía Judicial; en opinión de algunos observadores, jefe de la «policía política al mando de Rubalcaba». Fue cesado por Jorge Fernández Díaz poco después de la victoria electoral de 2011. Lo más sustancial es que reconoce que el excomisario Villarejo «facilitó informaciones de interés en el caso».

Hay que recordar en el relato que el propio José Manuel Villarejo, en una comida grabada por él mismo, asegura que «me reuní» con el comisario Juan Antonio González (JAG) y otros mandos policiales para preparar las investigaciones de la Gürtel.





Un ponente sectario

El tribunal queda constituido por los magistrados Ángel Hurtado Adrián (juez desde 1983), especializado en delitos de terrorismo y delincuencia económica, Julio de Diego López y José Ricardo de Prada Solaesa (sesenta y tres años, juez desde 1990 y durante un tiempo juez internacional en la Sala de Crímenes de Guerra de la Corte Bosnia-Herzegovina). La izquierda judicial había conseguido meter en el trío juzgador a De Prada, y los dirigentes del PP se lo tragan sin rechistar. «Ni siquiera sabíamos quién era», sostiene un alto cargo popular de aquella época. Otros dirigentes en cambio lo conocían perfectamente. A Mariano Rajoy no le gusta recusar a jueces. Es una herencia recibida de don Mariano, el juez, su padre. Algunos de sus más importantes colaboradores quieren tirarse por la ventana. «No se puede ser en este oficio tan reservón… Conocen el perfil del magistrado que los va a juzgar, sus pronunciamientos políticos cercanos a la izquierda radical, conferenciante en las herriko-tabernas, acusador de torturas en la policía española, su amistad profunda con Garzón, su liderazgo entre sectores de su cuerda ideológica, entre fiscales y jueces». Su repudio general, concluyendo en algunas de sus afirmaciones, de lo que significa la existencia de la derecha democrática en España.

Con todos esos argumentos solo alguno de los imputados plantea su recusación. El abogado Miguel Durán, letrado de Pablo Crespo, lo intenta sin éxito alguno. Informa ante la instancia judicial pertinente que una hija de José Ricardo trabaja en el despacho de Baltasar Garzón y demuestra una relación anterior con Izquierda Unida. El Consejo General no lo considera causas suficientes para apartarle del caso. 

Pese a que todo el mundo en la Judicatura española conoce las derivas políticas de José Ricardo y condena su «clara militancia ideológica-política en un magistrado en ejercicio», sin embargo, considera que «opera en derecho y que sus razonamientos jurídicos son asumibles y defendibles… Más en aquellas causas penales que no tienen corolarios ni perfiles políticos».

Pero hay otras muchas cosas interesantes a propósito de la constitución del tribunal. Julio de Diego es un hombre próximo al jurista Fernando García Nicolás, aunque quien realmente le ayuda a introducirse en la Audiencia Nacional, la exclusiva instancia jurídica, es Javier Gómez Bermúdez, el magistrado que preside la Sala del 11-M, exmarido de la siempre encendida periodista Elisa Beni, exmujer a su vez de un oficial de la Legión. De Diego llega por escalón y concurso ordinario. 

«Sabíamos que la sentencia venía predeterminada por un tribunal predeterminado», subraya Rafael Catalá, ministro de Justicia a la sazón. Son conscientes en el PP de que la izquierda judicial históricamente no se relame sus heridas, «pero en los asuntos calientes siempre los responsables han tratado de constituir tribunales equilibrados en el que están presentes distintas sensibilidades jurídicas».

Tras los muchos meses transcurridos recuerdan que el presidente de la Sala Segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional está en comisión de «servicios especiales». Se trata de Fernando Grande Marlaska, que ha sido elegido como miembro del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta del PP en la cuota correspondiente al Senado. El 12 de febrero de 2012 accede a la presidencia de la citada sala, en sustitución de Gómez Bermúdez, con el apoyo de los miembros propuestos por el PP, y un año después accede al órgano de gobierno de los jueces también por apuesta del Partido Popular. Ello no significa en modo alguno que olvide lo que sucede en los inquietantes despachos de su anterior destino. 

«Siempre anda enredando, tratando de ascender a toda prisa», recuerda ahora uno de los miembros del gobierno popular (mayoría absoluta), a los que pide ser fiscal general del Estado; y cuando Soledad Becerril cumple su mandato al frente de la institución del Defensor del Pueblo, se apunta también a ese carro. No le caerá ninguno.

En esa época se hace muy amigo de la hermana del presidente, Mercedes Rajoy, fallecida a comienzos de 2020, vía desde la que intenta conseguir a toda costa puestos de relumbrón que dependen, en definitiva, del favor gubernamental.

No cuela. Los dirigentes gubernamentales han sido generosos con la carrera de Grande Marlaska por su trayectoria en la lucha antiterrorista, pero conocen sus derivas profesionales. No tanto porque adopte, en pura lógica, posiciones a favor de asuntos sociales como el matrimonio gay y otras cuestiones similares, sino porque le cuesta mucho levantarse. Se llevan, por tanto, un alucine monumental cuando, horas después del triunfo de la moción de censura, se anuncia que ha sido escogido por Pedro Sánchez nada menos que para tutelar el Ministerio del Interior.

También el presidente de la Audiencia Nacional, José Ramón Navarro, lo es gracias a la fuerza representativa del PP. Le apoyan la vicepresidenta Sáenz de Santamaría y el ministro del ramo, Alberto Ruiz-Gallardón. No hace falta recordar que al frente del Consejo General está Carlos Lesmes, otro bendecido por los favores del partido en el gobierno.

Por eso, la sorpresa es mayúscula entre los populares al conocer la composición del tribunal. 

—No os preocupéis… Ahí está Ángel (Hurtado) y Julio (De Diego).

Y cuando se conoce la sentencia en la primavera de 2018, Catalá estalla en cólera contra Lesmes:

—Tú eres, Carlos, el responsable de la moción de censura y de la caída del gobierno… 

El juicio a la Gürtel (Etapa I) comenzó el lunes 10 de diciembre de 2016 en la sede que la Audiencia Nacional había habilitado en la localidad madrileña de San Fernando de Henares. La prensa de izquierdas, muy beligerante desde el inicio, aventura que al capo mafioso Correa le condenarán a diez años de prisión, dado que se trata de delitos económicos, fiscales y administrativos. Le cayeron cincuenta y uno. A su lugarteniente corrupto, Pablo Crespo, treinta y ocho. Luis Bárcenas, treinta y cinco años de cárcel. Los abogados defensores no terminaban de creérselo. De Prada ha condenado a etarras, con muchos atentados a sus espaldas, a menos de veinte años.

 Diez meses antes la Asociación de Abogados Demócratas por Europa (ADADE), es decir el PSOE, como parte acusadora, pide a la Sala de lo Penal que se reclame al presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, para que en calidad de testigo deponga ante la instancia. El presidente del tribunal, Ángel Hurtado, se niega en redondo ante la decisión mayoritaria (De Prada y De Diego) y formula un voto particular razonado. Diez abigarrados folios de enjundia jurídica que destroza a sus dos compañeros. Da igual. Dos a uno. Punto. La Fiscalía estaba a su favor, ¿y qué?

Benítez de Lugo y Ledesma están exultantes. La pieza se sentará en el banquillo, como testigo pero en el banquillo. Ni videoconferencia ni leches. En el estrado. Lo que cuenta en una sociedad totalmente mediática es ver a un presidente del Gobierno acudiendo a un tribunal —por vez primera en la historia de España— para responder sobre hechos políticos de corrupción sobre una etapa, 2000-2005, en la que los máximos responsables políticos del Partido Popular eran José María Aznar y Francisco Álvarez Cascos. El primero fue el que introdujo a Correa en Génova 13, según declaró el corrupto convicto y confeso. Ni siquiera fue citado como testigo. El resto, la letra pequeña, mera bagatela.

A De Prada y De Diego la declaración testifical del presidente del Gobierno les pareció carente de «credibilidad», esto es, que mintió. Un párrafo de tres líneas que luego resulta una bomba de neutrones con la virtualidad de cambiar por completo el escenario político e institucional español durante lustros. La pregunta que a posteriori —dado el discurrir de los acontecimientos concatenados— se hace media España es si son conscientes los dos jueces que firman la sentencia en lo referido al PP y al presidente Rajoy de lo que acontecería en el país.

«En términos generales, sí, claro, no viven en una burbuja, especialmente De Prada, muy involucrado en temas de naturaleza política. Quizá no previeron, o sí, que sería rápidamente utilizada por los enemigos políticos del gobierno del PP y de su presidente», subraya un magistrado en activo del Tribunal Supremo. «Lo que no me atrevo a asegurar es si hubo connivencia entre estos magistrados y la entonces oposición política, que se convierte en poder a raíz de lo sentenciado». 

Lo que realmente preocupa en la cúpula del PP es la personalidad del «tercer invitado», Julio de Diego, sin criterio definido, molesto con su formación por no haber alcanzado lo que perseguía. Además, Cristóbal Montoro le ha retirado el uso del coche oficial por aquello de los «recortes», y se le ha oído quejarse por la eliminación de este servicio de transporte. Pasa por ser un juez de corte conservador, pero lo consideran «abducido» por la fuerza y la determinación judicial-ideológica de José Ricardo de Prada. El hecho comprobado es que sigue su estela en todo lo que propone durante el juicio, dejando en clamorosa minoría al presidente del tribunal, Ángel Hurtado.

Las fotos publicadas por el diario El Mundo no dejan lugar a dudas: se dormía durante las largas sesiones del juicio. Pese a ello, el «juez durmiente», en una increíble resolución del más rancio corporativismo por parte del Consejo General del Poder Judicial —hoy por ti, mañana por mí—, negando las evidencias ante la denuncia de los abogados de uno de los condenados, lava su cara somnolienta. El Área de Actuaciones Previas y Expedientes Disciplinario afirma esto sin sonrojo ante las innumerables fotografías que demuestran las incontables veces en las que De Diego daba cabezadas: «El juez no estaba durmiendo… Don Julio estaba ensimismado en sus reflexiones». Cuatro testimonios directos de personas que asistieron a las 127 sesiones del juicio oral confirman sus «cabezadas». Los vídeos grabados durante las sesiones del juicio también. Nunca se había visto que en un juicio tan importante uno de los tres jueces de la sala estuviera «ausente» de las largas sesiones, y luego firmara una sentencia tan dura. Tal es así, como también se pudo comprobar con imágenes y por los presentes, que el presidente del tribunal tenía que darle patadas debajo de la mesa para que despertara.

Sin embargo, cuando el órgano de los jueces (Consejo General del Poder Judicial) abre expediente al juez «durmiente», Hurtado le salva de la hoguera. Guillermo Ortega, exalcalde de Majadahonda (PP), condenado a treinta y ocho años y tres meses de prisión, presenta una denuncia —con fotogramas tomados durante el juicio— argumentando el «estado de sopor» de uno de los miembros del tribunal, y que, por lo tanto, «el proceso se ha desarrollado sin todas las garantías exigidas».

El CGPJ pide entonces al presidente de dicho tribunal que informe sobre los hechos denunciados. En una breve nota escrita, Hurtado dice que no vio nada. «Yo estaba centrado en la dirección del juicio… Sí le advertí en algunos casos que estaba en una posición corporal poco apropiada para un juicio oral, pero no porque estuviera dormido».

Julio de Diego responde airado. «Es una denuncia de un condenado en el proceso descontento con el resultado y forma parte de una campaña de desprestigio que pretende socavar y denigrar mi imagen profesional».

Durmiera o no, las imágenes en sí resultan reveladoras, el hecho es que no desvirtúa en modo alguno los graves delitos cometidos por la banda Gürtel, ni la responsabilidad política de los que consintieron que Correa y sus cuates perpetraran lo que se ha demostrado que hicieron. 

Cuando De Prada y De Diego consiguen que Rajoy acuda como testigo, el veterano juez Hurtado pasa uno de los peores momentos profesionales desde que entra a formar parte del cuerpo que imparte y administra justicia. Una de las personas de su entorno en la Audiencia Nacional, amigo personal del presidente de la sala, recuerda que «Ángel lo pasó muy mal aquellos días. Aunque siempre ha sido muy discreto y meticuloso en cuestiones que afectan a los sumarios, dejó claro que entendía que el testigo no debía estar ahí…No pinta nada, repetía».

El tiro iba, a juicio del togado, a desacreditar personal y políticamente a Mariano Rajoy. «La más difícil experiencia de toda mi larga carrera judicial». Sus amigos de la Audiencia Nacional, convertida ya en esos momentos en un polvorín explosivo en el terreno de las relaciones personales, creían junto con él que De Prada había iniciado una auténtica cacería contra el Partido Popular, intentando sentar en el estrado a todos sus secretarios generales y al resto de la cúpula de la formación. Y no todos eran de perfil conservador precisamente. Había fiscales y jueces de corte moderado y progresistas que no podían entender cómo se intentaba un careo entre el presidente del Gobierno en ejercicio y un preso como Bárcenas.

Bien. El jefe del Ejecutivo acude, en medio de una expectación mediática sin precedentes, cosa lógica, nunca un presidente en ejercicio había acudido a declarar ante un tribunal de justicia. Los líderes de ADADE, acusación particular, están henchidos de gozo. ¡Lo hemos conseguido! ¡Hemos roto la historia!

El PP había solicitado que declarara desde el palacio de La Moncloa por videoconferencia, como tenía derecho, al igual que en otros casos los mismos jueces habían permitido hacerlo a otros dirigentes políticos e incluso a miembros convictos de ETA.

Llega el gran día. Poco antes de las diez de la mañana aparca el Audi negro oficial del presidente; le envuelve una numerosa escolta. Le hacen pasar a una salita, y cuando son las 10.00, puntualidad prusiana, empieza el interrogatorio. Lo sustancial de las pesquisas iba encaminado a saber si Rajoy había adjudicado contratos a las empresas de Correa.

—Conmigo en la presidencia del Partido Popular ese señor dejó de trabajar para el partido.

—Pero, usted ¿tiene constancia de que durante su presidencia se adjudicara algún contrato al jefe de la Gürtel?

—Creo que lo he dejado claro —responde con acritud y visiblemente molesto a su vecino de urbanización Benítez de Lugo.

Sin embargo, el letrado continúa insistiendo.

Los letrados de la acusación saben hacer su trabajo. Tratan de ir a lo mollar, pero lo mollar está en el caso de los «papeles de Bárcenas», que tiene causa aparte. Hurtado les corta en seco. 

—Ese tema no es asunto de esta vista, señor letrado.

Para la mayor parte de los abogados presentes en el juicio el presidente salvó el escollo. Mantuvo una línea testifical coherente y no fue pillado en renuncio. Pero lo que contaba al final era la opinión de los juzgadores. Y estos (dos contra uno de nuevo) entienden que la deposición rajoniana estaba trufada de mentira y silencios interesados. Punto. La sentencia asume que son los tres magistrados los que así lo entienden, algo que enfurece al presidente de la sala, que ya había declinado continuar representándola y deja que De Prada sea el ponente de la misma. «Objetivo este que se persiguió por sus dos compañeros desde el inicio mismo de la causa», observa un juez destinado en la Audiencia Nacional y con adscripción a la centrista asociación Francisco de Vitoria.





El párrafo explosivo

El 17 de noviembre de 2017, tras año y medio de juicio y 127 sesiones orales, el caso queda visto para sentencia. La redacción y firma de la misma tardó seis meses, no sin grandes desacuerdos entre De Prada y De Diego por un lado y Hurtado, por otro, que finalmente coloca numerosos votos particulares.

Este último envejeció desde que la instrucción de Pablo Ruz cayó en sus manos. Llevaba dos años sin vacaciones y con una enorme presión psicológica.

Con el tiempo transcurrido desde entonces y el maremoto que produjo de inmediato al cambiar el devenir político e institucional del país, numerosos exdirigentes y dirigentes del Partido Popular no tienen reparo alguno en considerar que se podían haber «implicado» más desde todos los puntos de vista. Fundamental, el mediático. Dejaron solo al ponente (Hurtado) cuando hubieran podido recusar a José Ricardo de Prada, que para entonces había enseñado su patita política. De hecho, fue propuesto en 2014 por Izquierda Unida como vocal del Consejo General del Poder Judicial y forma parte del Consejo de Justicia Universal apoyado por Podemos. 

«No lo vimos venir», sostiene un ministro de Mariano. Creíamos que se trataba de un juicio «exclusivamente para los ladrones», y resulta que al final condenaron a Rajoy y al PP.

Gentes de la judicatura sostienen que el párrafo introducido por De Prada contra el PP y el otro específico sobre el entonces presidente están claramente prohibidos por el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. «Está fuera de contexto introducir apreciaciones personales en el cuerpo de una sentencia».

Hechos son los que importan en esta historia. De Prada, que unos meses después de firmar la sentencia fue propuesto por el PSOE y el resto de la izquierda de nuevo para miembro del CGPJ, consiguió venganza para su amigo Baltasar Garzón; este intentó reivindicarse como juez, pero no en los tribunales, sino en los medios de comunicación. Y, además, una amiga de ambos, la fiscal Delgado, había conseguido que Pedro Sánchez la sentara en la mesa del Consejo de Ministros en calidad de… ministra de Justicia. Pedro Sánchez fue, en efecto, sumamente agradecido. Para que luego le critiquen por ir directamente a lo suyo.

La fiscal Delgado no se ha perdido ni un ápice del interrogatorio al presidente del Gobierno. No se reprime —pese a su condición de fiscal en activo— de ventear lo que piensa. En otro capítulo de este libro se da cuenta de su tuit distribuido urbi et orbi.

Los tres magistrados continúan a día de hoy prestando sus servicios en la Audiencia Nacional. Pero lo ocurrido entre ellos durante dos años hace que cuando hoy se cruzan en el remodelado edificio de la instancia judicial extraordinaria, ni se dirijan la palabra. Se ignoran y procuran no toparse.

A mediados del mes de octubre de 2019, el pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional —esto es, la misma instancia de la sentencia que supone la muerte política de Mariano Rajoy— emite un auto en el que destroza la sentencia inspirada por De Prada.

«Las valoraciones y aseveraciones que José Ricardo de Prada incorpora a la sentencia Gürtel destruye por completo la necesaria apariencia de imparcialidad que debe reunir todo miembro de un tribunal de Justicia… El posicionamiento explícito del magistrado en estas materias le priva de las condiciones de imparcialidad exigibles». Es impropio que un miembro de la Justicia «tome postura respecto a cuestiones relevantes que todavía no han sido juzgadas».

Era la tesis que el magistrado Hurtado sostenía en su voto particular.

El diario El Mundo (24 de octubre de 2019), año y medio después de la sentencia y la moción de censura, publica un comentario editorial brutal:



Este periódico ya denunció en su día la insoportable levedad del soporte argumental sobre el que Pedro Sánchez edificó su moción de censura contra Mariano Rajoy. Muchos de los casos de corrupción que han afectado al PP fueron conocidos por los españoles a través de este periódico. Pero esa labor de fiscalización del poder que está en la médula de nuestra concepción del periodismo no oscurece la BURDA INSTRUMENTALIZACIÓN QUE HIZO EL PSOE de unas líneas improcedentes estratégicamente introducidas en una sentencia por un juez afín al socialismo… De este modo, los tribunales vienen a confirmar que la MANIOBRA DE SÁNCHEZ PARA AUPARSE AL PODER SE CIMENTÓ SOBRE UN MANEJO ESPURIO DEL DERECHO. Y en un burdo ejercicio de la colonización política de la Justicia. 

La recusación del juez De Prada es pertinente y legítima. Y trae de vuelta al primer plano de la actualidad los bochornosos orígenes del poder de Sánchez, nacido de una moción de censura que nunca cumplió el requisito de constitucionalidad de ser constructiva, puesto que el Gobierno resultante fue incapaz de amasar una mayoría sobre la que sostenerse más allá de un puñado de meses. Se trató en realidad de una concertación coyuntural de voluntades de rechazo, una moción destructiva para tumbar a Rajoy y proceder a la inmediata colonización de las instituciones, una por una, al objeto de perpetuarse en La Moncloa mediante una extenuante carrera de mercadotecnia electoral pagada con los recursos del Estado… De aquella moción antijurídica, las reformas que prometió, nada de nada.



La prensa en oposición al gobierno Sánchez recoge con alborozo el fallo de la Sala Segunda, pero en general, los medios, sobre todo las televisiones, están más interesados en el helicóptero Superpuma que eleva a los cielos de Cuelgamuros la momia del extinto dictador. Hay excepciones de relevantes comentaristas que se lanzan, pluma en ristre, a demostrar, tras el auto de la Audiencia Nacional, que lo de Sánchez fue una fake investidura. Quizá el más determinado fue un amplio artículo bajo la firma de Arcadi Espada escrito en forma de carta al propio juez:



El juez de Prada incluyó en el apartado de hechos probados de la sentencia de 2018 hechos que no han sido probados… Lo fundamental del auto no es que establezca la incompatibilidad de esos prejuicios del juez con la futura labor de juzgador que le aguarda, sino su radical impertinencia. Su inmoral impertinencia. Su destructiva impertinencia… Incurrió, según la sentencia, en lo que el latinajo jurídico llama extra petitum. En latín vulgar: «Dio más de lo que se le pedía. De lo que la Justicia le pedía. Pero dio exactamente lo que la Política le exigía».

Hay que leer las actas de la sesión plenaria del Congreso que fulminó a Mariano Rajoy y cómo llegó a la presidencia Pedro Sánchez Pérez-Castejón… Oír y leer los discursos de la presentación, del hoy orondo ministro Ábalos y del inescrupuloso aspirante Sánchez, hoy presidente, es un ejercicio que convierte la democracia en una fake news… Agua va, Ábalos.



Extrae el comentarista párrafos enteros pronunciados por el ministro de Sánchez durante la presentación de la moción: «En palabras de la propia sentencia, el Partido Popular desde su fundación ha sido, y leo textualmente —no valoro—, un auténtico y eficaz sistema de corrupción institucional, mediante la manipulación de la contratación pública central, autonómica y local. Lo dice la Justicia. Una sentencia que también certifica la ausencia de credibilidad en la declaración del señor Rajoy en sede judicial cuando señalaba que nada sabía de la caja B del partido que presidía, cuya existencia, según la sentencia, queda acreditada».

Ábalos continúa: «Si las sentencias pudieran tener en política un efecto retroactivo, hay elecciones que ustedes no deberían haber ganado… Han engañado a los ciudadanos durante mucho tiempo… ¡Es que hay que pensar en la vigencia, la validez, la legitimidad de los escaños que ustedes ocupan, porque se han financiado irregularmente!». 

Espada, a continuación, husmea en el discurso del candidato socialista.



Un pronunciamiento judicial que incluye demoledoras afirmaciones en torno a la propia figura de quien ocupa hoy el cargo de presidente del Gobierno, no admite más que la dimisión inmediata…¿Qué más tiene que pasar, señor Rajoy? ¿No es suficiente el tenor de una sentencia en la que reconoce que su palabra como testigo ya no admite ningún crédito para la Justicia?... Tras esta sentencia, lo siento mucho, usted no puede continuar como presidente del Gobierno… No puede.

En consecuencia, la democracia no puede tolerar que la exigencia de ejemplaridad en el ejercicio público de los representantes políticos llegue a niveles tan bajos como a los que ha llegado como consecuencia de una sentencia que ha creado más incredulidad y más desafección en el conjunto de la ciudadanía española. Por tanto, tenemos toda la fuerza moral, tras la sentencia, para presenta esta moción.



Arcadi Espada también tiene un recuerdo para Albert Rivera, a cuyo partido el columnista ayudó a levantar en Cataluña. En esos días (finales de octubre de 2019) las encuestas apuntaban a un sonoro batacazo para la formación naranja: «Esta puede ser una de las raíces del mal presagio que aflige actualmente a Ciudadanos».

Habla Rivera: «Hay perlas auténticas en esa sentencia Gürtel que acusan de una trama paralela de corrupción para llevarse mordidas de manera estructural, una especie de estructura paralela al Estado para financiar al partido que está en el gobierno; eso, junto a la cuestión que afecta a la credibilidad del presidente, todo eso hace imposible continuar con esta legislatura y con este Gobierno».

Habla Rajoy: «Es evidente que esta legislatura ha acabado, y no ha acabado por nosotros, ha acabado por una sentencia».

Finaliza Espada: 



La Audiencia Nacional, es decir, el mismo organismo jurisdiccional que condenó en primera instancia, ha determinado que el supuesto hecho en que se basó la moción de censura que acabó con Mariano Rajoy fue un hecho no probado (¡incluido en el apartado de hechos probados!)… Ahora la Audiencia Nacional ha recusado a Pedro Sánchez… A ver si logras, presidente, demostrarme que eso no es más que una metáfora.



La recusación del juez De Prada y el estacazo propinado por el pleno de la Sala de lo Penal (AN) no parecieron importar en demasía a los antiguos subordinados del gallego. Solo su amiga Ana Pastor salió tímidamente en su defensa: «A ver si algunos le piden perdón». Ni siquiera al propio interesado, quien obvia cualquier referencia en su comprado libro de memorias. Ni a los dirigentes del PP que le sustituyen. Pablo Casado y sus gentes están ya en la tarea de escribir su propio relato. 

A la hora de cerrar este libro todo depende ya del Tribunal Supremo, que tiene que dirimir los recursos de casación planteados por las defensas de los condenados. El martes 25 de febrero de 2020, casi dos años después de conocerse la sentencia que, insisto, cambia la Historia de España, se reúne la Sala II de lo Penal del alto tribunal para estudiar y dirimir a puerta cerrada los 42 recursos de casación contra la «sentencia De Prada», como se la conoce en medios jurídicos. Conforman dicha sala veteranos magistrados que llevan toda su vida vistiendo toga: Juan Ramón Berdugo, Antonio del Moral, Andrés Palomo, Susana Polo y Eduardo Torres; el primero de ellos actúa de ponente.

El juez José Ricardo de Prada volvió a encender las redes e indignar a una buena parte de la opinión pública el jueves 26 de diciembre de 2019. Como integrante de la Sala Segunda de la Audiencia Nacional —formada también por los jueces Fernando Andreu y María Fernanda García— decide poner en libertad a un integrante de los CDR —Comités de la Defensa de la República (catalana)—, Alexis Codina, acusado por agentes de la Guardia Civil de formar parte de un comando radical proindependentista. Le encontraron en su domicilio «precursores de explosivos» y material informativo para fabricarlos. De Prada sostiene que hay que ponerlo en libertad porque las «sustancias» encontradas para fabricar explosivos convenientemente mezcladas no son objetivamente explosivos. 
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